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			PRESENTACIÓN

			La implantación de las titulaciones adaptadas al Espacio Europeo de Educación Superior ha puesto de manifiesto la necesidad de introducir algunos cambios tanto en la metodología docente como especialmente en lo que se refiere a los contenidos que se imparten en los Estudios de Grado y Máster que, como sabemos, constituyen el primer estadio de la formación de los estudiantes universitarios.

			La distribución de la enseñanza universitaria en distintas fases o períodos (Grado, Máster y Doctorado), se ha erigido en la principal característica de la secuencia formativa de los estudiantes. Eso quiere decir que no podemos aspirar a concentrar toda la materia que se impartía en las asignaturas de los antiguos Planes de Estudio en sus correspondientes asignaturas de las titulaciones de Grado.

			Al igual que en muchas universidades de España, en la Universidad Autónoma de Madrid la asignatura de Derecho Procesal Civil se imparte en las tres titulaciones de la Facultad de Derecho y en el Máster de Acceso a la Profesión de Abogado (MAA). Así pues, resulta imprescindible proporcionar a los estudiantes de ambas titulaciones un material docente asequible y de alto nivel formativo y pedagógico para la adecuada comprensión de clases magistrales y seminarios. Asimismo, espero que este texto resulte igualmente del agrado de las nuevas generaciones de jóvenes investigadores que se inician en la preparación de sus clases de Derecho Procesal.

			Ya tuve ocasión de señalar en alguna otra ocasión que tengo la impresión de que algunos colegas de otras disciplinas siguen mostrando mucho interés en confinarnos en una especie de «paraíso» prechiovendiano donde sólo se enseñe práctica procesal. Hace años que el Derecho Procesal dejó de tener por objeto el estudio del procedimiento. El Derecho Procesal es mucho más que eso: probablemente sea todo, menos el estudio del procedimiento; es, lisa y llanamente, teoría general del derecho aplicado a la función jurisdiccional. Además, las categorías conceptuales que se manejan en el Proceso civil son la base sobre la que se ha construido todo el Derecho Procesal moderno y son comunes a las que se aplican en el resto de los órdenes jurisdiccionales.

			Ante el temor de acabar convertidos en meros exegetas del procedimiento, no me resisto a dejar constancia de ello y, desde mi modesta condición, pedir un esfuerzo colectivo para que tomemos conciencia del momento en que nos encontramos a fin de aunar esfuerzos que sirvan para colocar al Derecho Procesal en el lugar que le corresponde y reivindicar la decisiva importancia que aporta como garantía para la tutela de los derechos.

			Soy consciente de que no resulta fácil que los estudiantes se entusiasmen con el estudio del Derecho Procesal ni que se convenzan de la trascendencia práctica que tiene para los profesionales del Derecho. Mi compromiso es intentarlo, renunciando incluso a parte del rigor metodológico y técnico que, por lo general, preside la exposición académica de sus conceptos esenciales, a veces incurriendo en alguna imperdonable frivolidad.

			He querido aprovechar la ocasión para manifestar mi reconocimiento por el legado que nos dejaron nuestros grandes maestros del Derecho Procesal, al menos con una mención, si quiera testimonial de algunos, pero suficiente como para expresar la idea de que gran parte del conocimiento que transmitimos se lo debemos a ellos; conviene no olvidarlo.

			Espero que el estudiante, o el lector interesado, encuentre las claves para poder entender y abordar el estudio del Proceso civil y la problemática que representan para el derecho en su conjunto algunas de sus cuestiones fundamentales. En todo caso, para completar la formación o profundizar en alguno de los temas expuestos en estas páginas, sobre todo en estadios más avanzados, sigue resultando imprescindible acudir a los manuales recomendados y a las monografías especializadas.
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			NOTA

			Las referencias que figuran con ROJ se remiten al Repertorio Oficial de Jurisprudencia y se accede a su contenido a través del siguiente enlace: http://www.poderjudicial.es/search/index.jsp
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			CAPÍTULO I

			EL DERECHO Y SU GARANTÍA JURISDICCIONAL

			1. QUÉ SON Y PARA QUÉ SIRVEN LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

			El punto de partida de nuestra exposición debemos situarlo necesariamente en un dato que parece incontrovertible en un Estado de Derecho, y es que todos los ciudadanos tenemos el deber de acomodar nuestra propia conducta a lo previsto en las normas jurídicas. En mayor o en menor grado, todas las sociedades están regidas por normas. El conjunto de esas normas, estableciendo derechos y obligaciones a los ciudadanos («reglas de conducta»), conforman el ordenamiento jurídico de un país y tienen por finalidad esencial ordenar pacíficamente la convivencia.

			De ahí que, independientemente de sus creencias o convicciones, los particulares y los poderes públicos se hallan obligados por ellas, lo que lleva, como derivación de una exigencia de moralidad colectiva en los países democráticos, el deber de cumplir la ley como expresión de la voluntad general [L. HIERRO]. Tradicionalmente se viene entendiendo que el sistema procesal no es más que un sustitutivo civilizado de la venganza privada, concepción que hunde sus raíces en la sociedad del siglo VIII al XII como respuesta a una situación donde era bastante corriente recurrir a la violencia para la defensa de los derechos, pues como explicaba TOMÁS Y VALIENTE, a la ofensa recibida se replicaba con la venganza privada. De esta manera el derecho empezó a ser visto como un mecanismo para garantizar una paz que asegurase la convivencia.

			Nuestra Constitución, siguiendo los principios inspiradores de un Estado de Derecho, no hace sino contemplar también esta exigencia imponiendo a todos sin excepción, el deber de cumplir las normas que conforman el ordenamiento jurídico.

			
				
					
				
				
					
							
							Art. 9 de la Constitución

							Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

						
					

				
			

			

			La proclamación que antecede constituye, sin duda alguna, uno de los fundamentos de la paz social al imponer a todos, incluido al propio Estado, el deber de actuar de acuerdo con las disposiciones que en ellas se contienen. Esta clase de normas que, en contraposición a las procesales, denominamos materiales o sustantivas, reciben en el ámbito de la ciencia jurídica el nombre de normas primarias [HART]: tienen por objeto regular la actividad de quienes integran una determinada sociedad, atribuyendo o imponiendo derechos y deberes a sus integrantes.

			Ahora bien, si bien es cierto, según la sugestiva tesis de AUSTIN, que la realización del Derecho, suele llevarse a cabo bajo un hábito general de obediencia, de modo que las normas suelen cumplirse de forma espontánea o voluntaria, sin que sea necesaria la intervención de ningún otro órgano que imponga coactivamente su cumplimiento, no lo es menos que también puede ocurrir todo lo contrario. En este sentido, quien sea titular de un derecho no viene obligado a hacerlo valer continuamente. Pero es indudable que el más completo sistema de garantías jurídicas atribuidas a los particulares se convertiría en algo totalmente inútil si no incluyese los remedios adecuados para el caso de que las normas que establecen dichos derechos fuesen violados o lesionados los intereses tutelados por los mismos.

			Por este motivo, frente a los actos antijurídicos, al ciudadano le caben dos opciones: resignarse, no haciendo valer sus derechos, renunciando o transigiendo, lo que a juicio de HOBBES supondría privarse de la libertad de impedir que otro se beneficie de lo mismo a lo que uno tiene derecho, o utilizar el uso legítimo de la fuerza, recurriendo a los remedios que proporciona en cada caso el ordenamiento jurídico, mediante el sometimiento de la controversia a la decisión de un tercero imparcial a fin de que imponga la sanción que legalmente corresponda. Algunos autores consideran por ello que las normas materiales no sólo son «reglas de conducta», sino que también son «reglas de decisión», en la medida que también sirven a los tribunales resolver las controversias que se susciten con ocasión de ellas [LARENZ].

			En este contexto podríamos decir que el derecho constituye un marco de referencia que posibilita que las conductas de los ciudadanos se acomoden a la propia voluntad soberana que la norma representa, de modo que la inadecuación de la conducta que deba ser observada por los sujetos origina un conflicto o una controversia cuya resolución debe ser encomendada a unos órganos específicos, los tribunales de justicia, cuya misión es precisamente velar por el cumplimiento de la ley.

			En las organizaciones civilizadas a los ciudadanos les está vedado imponer a la fuerza su propia ley, prohibiendo que cada cual se tome la justicia por su mano. Hasta tal punto esto es así que, excepción hecha de las prerrogativas de autotutela atribuidas a la Administración, ni siquiera el Estado, que teóricamente representa la esencia del ejercicio legítimo del poder y de la fuerza, puede prescindir de los tribunales para hacer valer sus propios derechos.

			El Derecho, según la clásica formulación kelseniana, obliga a todos, incluso al propio sujeto del cual emana. Este fenómeno se advierte con toda claridad cuando lo que se pretende aplicar es una pena o una medida de seguridad, pues aunque el derecho a imponer penas, el ius puniendi, corresponda al Estado, éste nunca puede ejercitarlo al margen del proceso. Pero, además de esa función primaria, los tribunales tienen también confiada en un Estado de Derecho la función de asegurar el libre ejercicio de los derechos fundamentales y las libertades públicas, lo cual explica el importante papel que los jueces desempeñan en las sociedades libres.

			En relación con estas cuestiones, uno de los aspectos que debiéramos afrontar es el que se refiere a la determinación de cuál ha de ser el objeto de la actividad jurisdiccional, es decir, analizar lo que es y para lo que sirve. Son muchas las explicaciones que se han ofrecido en este sentido. La aplicación de la norma por parte de los tribunales no tiene un fin en sí misma.

			La función primordial de los tribunales de justicia es resolver las controversias que se susciten entre los particulares como consecuencia del ejercicio de los derechos que legalmente tengan reconocidos, operación que consiste esencialmente en aplicar la ley al caso controvertido como medio de garantizar la tutela de dichos derechos: en eso consiste básicamente la función de juzgar.

			Las controversias originan a su vez mutuas y recíprocas pretensiones entre las partes lo cual sucederá en la medida en que cada una de ellas considere que la ley actúa a su favor. Las pretensiones, como veremos, siempre tienen un carácter instrumental ya que incorporan una concreta solicitud de tutela respecto del derecho que cada uno de los contendientes considera infringido.

			Por lo tanto, las pretensiones que deducen las partes ante los tribunales son las que constituyen realmente el objeto de su actividad, las cuales sólo pueden ser satisfechas aplicando el derecho al caso concreto; eso significa que las reclamaciones que los jueces están llamados a resolver son siempre jurídicas y, en consecuencia, sus decisiones sólo puede alcanzarse resolviendo, de forma irrevocable y definitiva, esto es, con efectos de cosa juzgada, la controversia mediante la aplicación de la norma al caso controvertido.

			La ley no es sin embargo la única fuente de las decisiones judiciales, pero sí la más importante. La supremacía de la ley como fuente de las decisiones judiciales faculta al juez a verificar la adecuación de ésta con el resto de las normas que coexisten en el ordenamiento jurídico, especialmente con la Constitución. Es más, cuando entiendan que no son conformes con la Constitución deben antes de aplicarla, elevar la consulta al Tribunal Constitucional (SSTC 173/2002 y 1/2017).

			Contemplado desde la perspectiva de los postulados del Estado de Derecho, podría igualmente afirmarse que el fin de tutela que se garantiza a través de la actividad jurisdiccional se resuelve en la realización de los derechos e intereses legítimos de los particulares mediante la aplicación del derecho objetivo, en el bien entendido de que esta tutela no permite al juez impartir cualquier tipo de justicia, sino la justicia que emana de la ley.

			No obstante, debido a las deficiencias de la ley, o sencillamente a causa de la inactividad de los poderes públicos, forzoso es reconocer en ocasiones a jueces y tribunales la facultad de suplir esas deficiencias o esa inactividad dispensando a los ciudadanos la tutela de sus derechos e intereses mediante soluciones integradores del ordenamiento jurídico actuando en este caso los tribunales como verdaderos instrumentos de ordenación social [Lon FULLER].

			En todo caso, como puntualizaba Hermann HELLER, la observancia de las normas no puede hacerse descansar única y exclusivamente en la fuerza de los tribunales, sino que se encuentra asegurada por ordenaciones no jurídicas de carácter social, ideológico o moral; en su opinión, ningún Estado podría subsistir ni una hora sin estas garantías naturales o sociales de su ordenación jurídica.

			La justicia no deja de ser un sistema organizado de resolución de conflictos, pero desde luego no es el único. A los ciudadanos se les ofrece igualmente, al menos en el ejercicio de derechos de su libre disposición, la posibilidad de acudir a remedios alternativos como el arbitraje, la conciliación o recurrir al auxilio de los modernos sistemas de negociación asistida (mediación, etc.), medios que no son más que vías sustitutivas para prevenirlos o, en su caso, para darles una solución distinta a la establecida legalmente.

			En todo caso, el Estado debe seguir manteniendo su compromiso con los ciudadanos y continuar poniendo a su servicio todo un sistema judicial para la defensa de sus intereses. Por consiguiente, quien se considere perjudicado por la actuación de los demás debe poder hacer valer sus derechos ante los tribunales, que son los únicos a quienes se les encomienda con exclusividad el ejercicio de la potestad jurisdiccional. Aun así, la sobrecarga y el exceso de litigiosidad que soportan algunos de nuestros tribunales, a causa muchas veces de la propia decisión de la ley del imputar al sistema judicial el coste de determinadas prohibiciones o la toma de decisiones que probablemente no debiera asumir, causan una desafección ciudadana sobre la confianza de nuestra administración de justicia.

			2. CONFIGURACIÓN POLÍTICA DE LA JURISDICCIÓN: EL PODER JUDICIAL

			A lo largo de los años, el Estado fue asumiendo de forma absolutamente hegemónica la función de juzgar. El poder judicial surge por ello al compás y como resultado de la formación del Estado contemporáneo. Si durante las primeras etapas de la formación del Estado moderno la función de juzgar se encontraba encomendada a los miembros pertenecientes a diversos estamentos sociales, existiendo una pluralidad de jurisdicciones especiales que incluso pugnaban entre sí, tras la Revolución francesa se fue implantando un sistema basado en el principio de división de poderes cuyo modelo ha llegado hasta nuestros días.

			Por este motivo, la función de juzgar y, por lo tanto, la responsabilidad de decidir las cuestiones que surjan en caso de que se suscite una controversia, se encuentra encomendada a uno de los tres poderes del Estado: el poder judicial pues, como sabemos, en nuestra organización política la función de elaborar y de aprobar las leyes reside en las Cortes y la función ejecutiva corresponde al Gobierno.

			La función judicial se atribuye a los órganos que forman parte del poder judicial. Y al igual que sucede con el resto de los poderes del Estado, la doctrina suele designar dichos poderes de una forma abstracta, derivada de su configuración legal, aludiendo a su vertiente funcional: Legislación para referirse al poder legislativo y Administración para aludir al poder ejecutivo. Por último, reservamos el término Jurisdicción para referirnos al poder judicial. Así pues, en un Estado de Derecho los términos Jurisdicción y Poder Judicial suelen utilizarse indistintamente cuando nos referimos al poder del Estado encargado de administrar justicia.

			Bien es verdad, que el término jurisdicción tiene varias acepciones. Siguiendo a ALMAGRO NOSETE, genéricamente expresa una idea de prerrogativa o de cualidad de mando atribuible a los actos provenientes de una determinada autoridad y, por extensión, puede ser entendido también como el ámbito territorial en que aquélla se ejerce. Procesalmente puede ser definida como aquella actividad que tiene por objeto la resolución de una controversia aplicando el derecho al caso concreto (iurisdicere).

			En este sentido, también cabría calificar de jurisdiccional la actividad que desarrollan los árbitros en el arbitraje o los magistrados del Tribunal Constitucional y otros órganos en el ejercicio de sus respectivas atribuciones constitucionales (jurisdicción constitucional, jurisdicción contable, etc.). Pero técnicamente, el término jurisdiccional se reserva para referirse a la actividad judicial que desempeñan jueces y magistrados integrados en el poder judicial; de ahí que, por lo general, hablemos de la función jurisdiccional para aludir a la actividad que desarrollan los jueces y magistrados en el ejercicio de la potestad que constitucionalmente tienen encomendada para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado.

			
				
					
				
				
					
							
							Art. 117 de la Constitución

							1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por jueces y magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.

							2. Los jueces y magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de las causas y con las garantías previstas en la ley.

							3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan.

							4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que expresamente les sean atribuidas en garantía de cualquier derecho.

							5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los tribunales. La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.

							6. Se prohíben los tribunales de excepción.

						
					

				
			

			

			La configuración política que la Constitución Española diseña del poder judicial aparece sustentada en dos pilares fundamentales. El primero de ellos constituido por el reconocimiento a nivel constitucional del origen democrático de todos los poderes del Estado (art. 1.2 CE). El segundo de los pilares se asienta en el clásico dogma de la separación de poderes, piedra angular sobre la que se sustentan los cimientos del Estado de Derecho.

			Así pues, la cuestión acerca de si el poder judicial es un auténtico poder del Estado, debería quedar resuelta, no tanto por el hecho de que al frente de ese poder haya un órgano de gobierno independiente del poder político, como es el Consejo General del Poder Judicial, sino porque, el poder judicial incorpora, como en otros países, al igual que el resto de los poderes, la idea de autoridad o de supremacía, en la medida en que impone, no ya su voluntad, sino la voluntad mayoritaria de los ciudadanos expresada en la ley.

			Nuestro ordenamiento constitucional, siguiendo una larga tradición, ha acogido esta formulación, configurado a la Jurisdicción como un auténtico poder del Estado, tal como explícitamente aparece recogido en el Título VI de la Constitución («Del poder judicial»). Sin embargo, a diferencia de lo que sucede con el resto de los poderes del Estado, los integrantes de ese poder, esto es, los jueces y magistrados, no ejercen poder político alguno, ya que su función no puede ir más allá de la mera aplicación de las leyes; su legitimación democrática, en la medida en que le ha sido confiada esta función, reside precisamente en esta nota esencial, el sometimiento al imperio de la ley (art. 117.1 CE).

			A fin de asegurar la autonomía en cuanto al funcionamiento del poder judicial, la Constitución ha confiado el gobierno de ese poder a un órgano propio: el Consejo General del Poder Judicial, cuya principal función radica en velar por la independencia de todos y cada uno de sus miembros. El Consejo General del Poder Judicial no ejerce jurisdicción; no es un tribunal, sino un órgano de gobierno del Poder Judicial.

			Los jueces y magistrados son los verdaderos depositarios y detentadores de la potestad jurisdiccional, la potestad estatal de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, que emana de la soberanía popular. Por esta razón, cuando la Constitución atribuye a los órganos integrantes del Poder Judicial el ejercicio exclusivo de la potestad jurisdiccional no está haciendo más que constatar lo que, en definitiva, es el poder judicial en un Estado de Derecho.

			3. EL GOBIERNO DEL PODER JUDICIAL. EL CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL

			Como acabamos de indicar, en nuestro país el gobierno del poder judicial está encomendado constitucionalmente un órgano específico, el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ). La idea de constituir un órgano encargado del gobierno del poder judicial no tiene más fundamento que el de alejar las decisiones que afecten a jueces y magistrados del área de influencia del poder ejecutivo y de esa manera garantizar el principio de separación de poderes como medio de salvaguardar la independencia de los miembros que lo integran; desde este punto de vista se pensó que ésta era la solución que mejor convenía para garantizar la independencia de los jueces.

			Con ello se ha perseguido un objetivo de enorme trascendencia para la consolidación del Estado de Derecho como es el de privar al poder ejecutivo de las competencias que tradicionalmente ha venido ejerciendo en relación con las cuestiones que afectan a jueces y magistrados. Se pretende con ello que el poder político no pueda condicionar o influir en las decisiones de los tribunales mediante actuaciones que afecten a nombramientos, destinos o ascensos o, en su caso, a través del ejercicio de la potestad de imponer sanciones a los jueces y magistrados (potestad disciplinaria).

			Este órgano está integrado por el Presidente del Tribunal Supremo y veinte miembros, elegidos por el Congreso y por el Senado entre jueces y magistrados y el resto entre profesionales del derecho de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión. La determinación del modo de selección de los vocales, incompatibilidades de sus miembros y régimen de funcionamiento corresponde a la Ley Orgánica del Poder Judicial.

			
				
					
				
				
					
							
							Art. 122 de la Constitución

							1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico de los jueces y magistrados de carrera, que formarán un cuerpo único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.

							2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.

							3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre jueces y magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

						
					

				
			

			

			La Constitución tampoco ha sido muy explícita a la hora de definir en qué ha de consistir el gobierno del poder judicial ni cuáles han de ser las funciones que debe desempeñar. Se ha dicho que es uno de los órganos de naturaleza más polémica de cuantos prevé la Constitución [Luis DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ].

			En este aspecto, no es un secreto para nadie afirmar que ha sido precisamente la forma de designación de los doce vocales de procedencia judicial lo que mayores problemas ha ocasionado.

			Parece descartado que ni por su especial configuración ni por la privilegiada posición que ocupa como órgano constitucional haya querido que fuera un órgano de autogobierno del poder judicial, de manera que no le correspondería definir una determinada política en materia judicial, entre otras razones porque esta función le corresponde al Gobierno, pero sí contribuir con sus decisiones a mejorarla y a corregir aquellas actuaciones contrarias al ejercicio de la función que desempeñan. Además, a pesar de la expresión utilizada, no puede ejercer una posición de mando o de supremacía en cuanto al ejercicio de la potestad de quienes integran ese poder, los jueces y los magistrados, al menos en lo que se refiere al ejercicio de la función jurisdiccional.

			En cuanto a sus atribuciones, la Constitución ha preferido confiar al Parlamento la labor para que, a través de Ley Orgánica del Poder Judicial, tome las decisiones oportunas sobre esta importante cuestión estableciendo el alcance de sus funciones, en particular las que les corresponda en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario. Por lo tanto, no debe de haber duda de que el gobierno del poder judicial debe contraerse, en la forma que determine la ley, como mínimo a la regulación de estas materias y a cualquier otra tendente al garantizar la independencia de este poder y de los miembros que lo integran.

			La existencia de una administración judicial a cargo del poder ejecutivo, entendiendo por tal cualquier tipo de actividad que no sea la propiamente jurisdiccional, no es incompatible con el principio de separación de poderes. Sin embargo, a fin de preservar la independencia judicial, la Ley Orgánica de Poder Judicial ha querido que la selección, nombramiento formación y perfeccionamiento, provisión de destinos, ascensos, situaciones administrativas y régimen disciplinario de jueces y magistrados, así como el ejercicio de la función inspectora de juzgados y tribunales corresponda en exclusiva al Consejo General del Poder Judicial (art. 122 CE).

			La administración judicial es, pues, la encargada de llevar a cabo una serie de actividades auxiliares de la justicia mediante las cuales ésta se pone en funcionamiento por la Administración como puede ser la satisfacción de las necesidades financieras de los tribunales, el cuidado y mantenimiento de los edificios o, según hemos indicado, la gestión de los medios materiales y personales. Asimismo, se ocupa de otro tipo de instituciones al servicio de los tribunales como sucede con el Ministerio Fiscal, la Abogacía del Estado o la llamada administración de las instituciones penitenciarias.

			Corresponde a las Comunidades Autónomas decidir si se hacen cargo o no de la gestión de estos recursos materiales y personales, razón por la cual, mientras se mantenga en nuestro actual sistema de distribución competencias en materia de justicia, parece adecuado seguir reclamando del Gobierno un protagonismo en este tipo de asuntos. Y esto es así, entre otras cosas, porque la responsabilidad de llevar a cabo la acción de gobierno en materia de política judicial sólo puede ser atribuida a un órgano que supervise toda esa actividad y garantice un tratamiento homogéneo de esas cuestiones en todo el territorio nacional. Esto no significa que las políticas autonómicas deban necesariamente estar subordinadas a las decisiones del Ministerio de Justicia, pero sí coordinadas con él; de la misma manera, las decisiones del Ministerio de Justicia tampoco deberían condicionar ni comprometer las acciones y las políticas que en el ejercicio de sus respetivas competencias desarrollan en este ámbito las respectivas Comunidades Autónomas.

			4. LA COSA JUZGADA COMO ATRIBUTO ESPECÍFICO DE LA ACTIVIDAD JURISDICCIONAL

			Como hemos indicado, para que la actividad encomendada a jueces y tribunales resulte de utilidad para cumplir con el fin que tiene asignado el poder judicial, es preciso que las decisiones que adopten en el ejercicio de su función jurisdiccional sirvan para resolver de manera definitiva e irrevocable las cuestiones que los ciudadanos les hayan planteado. Los conflictos, una vez que se convierten en irreductibles, no pueden estar permanentemente abiertos; en algún momento hay que ponerles fin.

			El Estado ha confiado a los tribunales de justicia el poder para decidir las controversias de una vez y para siempre y con ello crear las condiciones para asegurar la pacífica convivencia y conferir seguridad jurídica a las relaciones entre los ciudadanos. Si no existiera el proceso y la jurisdicción y si ésta, a través de la sentencia del juez, no fuera capaz de resolver definitivamente la controversia, el estado de conflictividad que dio origen al proceso nunca podría ser eliminado [MONTELEONE]. Por eso la gran parte de la doctrina ha subrayado a la cosa juzgada como atributo específico de la actividad jurisdiccional [RAMOS MÉNDEZ].

			Este efecto característico de las decisiones judiciales recibe el nombre de cosa juzgada (res iudicata). Constituye la nota definitoria y el atributo específico de la actividad jurisdiccional, hasta el punto de que con frecuencia es utilizada como criterio para distinguir la actividad jurisdiccional del resto de las actividades que llevan a cabo los tribunales (por ejemplo, la llamada «jurisdicción voluntaria»); de ahí que Eduardo J. COUTURE llegara a afirmar que donde no hay cosa juzgada no hay actividad jurisdiccional propiamente dicha. Por lo tanto, no es que esta característica no pueda darse en actos de otros poderes públicos, pero desde luego resultaría difícil de imaginar que los jueces pudieran desarrollar su cometido sin este previo condicionante.

			Los derechos son medios de defensa de los bienes de la vida que sirven para el desarrollo de la personalidad. Pueden tutelar el goce de bienes personales, como la vida o el honor, o patrimoniales, como el derecho de crédito o la propiedad [ENNECCERUS]. Así pues, cuando la sentencia reconoce o tutela un derecho lo que hace es asegurar para el futuro el bien de la vida que ha sido objeto del proceso, una vez que el juez lo ha reconocido por medio de la sentencia, protegiendo al vencedor frente a cualquier pretensión que tenga el mismo objeto.

			Nada de eso podría llevarse a cabo sin la institución de la cosa juzgada; eso quiere decir que una vez que los tribunales han dicho la última palabra, es obligación de los poderes públicos respetar esa situación e impedir que la cuestión litigiosa pueda ser objeto de discusión en un momento posterior. Por lo tanto tiene un efecto excluyente frente a ulteriores demandas o reclamaciones (non bis in idem).

			
				
					
				
				
					
							
							Art. 118 de la Constitución

							Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los jueces y tribunales, así como prestar la colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

						
					

				
			

			

			La cosa juzgada, representada por la sentencia firme, es la gran contribución que el proceso proporciona a la sociedad a favor de la paz social, dotando de certidumbre a las relaciones jurídicas controvertidas [CHIOVENDA], y, en el ámbito de la justicia penal, implica por su parte la imposibilidad de que una misma persona pueda ser perseguida dos veces por el mismo delito (double jeopardy).

			Hoy sabemos que no es posible atribuir presunción de veracidad a lo declarado en la sentencia, tal como hasta no hace mucho se ha venido sosteniendo (res iudicata pro veritate accipitur). Sin embargo, esta manifestación, tan cargada de simbolismo, nos acerca mucho más a la exacta dimensión acerca del papel que desempeña la cosa juzgada en el mundo de las relaciones jurídicas. Probablemente si no fuera así, el proceso dejaría de ser un instrumento de pacificación y de prevención de futuras controversias.

			En este sentido, aunque la cosa juzgada por lo general afecte sólo a las partes que hayan litigado, en algunos casos se extiende a quienes no lo han hecho. Este fenómeno de extensión de la cosa juzgada está adquiriendo una nueva dimensión en tanto en el ámbito de la tutela de los derechos de los consumidores como en materia de impugnación de actos administrativos en asuntos de personal o tributario, pues en muchas ocasiones no resulta nada fácil aplicar las categorías clásicas del proceso al fenómeno de la defensa de los intereses difusos o colectivos, al menos en lo que se refiere a la cosa juzgada. En estos casos, se entiende que la sentencia adquiere, a través de un proceso único, denominado comúnmente proceso testigo (test case), la condición de lex specialis que habilita a que, una vez dictada, los afectados puedan deducir una pretensión de carácter individual sobre la base de la declaración previamente efectuada.

		

	
		
			CAPÍTULO II

			CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA JUDICIAL ESPAÑOL

			1. EXCLUSIVIDAD. EL MONOPOLIO DE LA POTESTAD JURISDICCIONAL

			El principio de exclusividad jurisdiccional se halla enunciado en el artículo 117 de la Constitución al declarar que el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los juzgados y tribunales determinados por las leyes, según las normas de procedimiento que las mismas establezcan. Eso quiere decir que en nuestro país la función de juzgar y, eventualmente, la función de hacer ejecutar lo juzgado, únicamente puede ser atribuida a los órganos integrantes del poder judicial.

			La exclusividad tiene su fundamento en la asunción por el Estado del monopolio de la potestad jurisdiccional, lo cual no es ni más ni menos que el resultado de aplicar a nuestro sistema constitucional el principio de separación de poderes. A la vista de ello, vemos como el principio de exclusividad puede ser entendido en un doble sentido. En sentido positivo, la exclusividad jurisdiccional comporta la imposibilidad de atribuir la potestad jurisdiccional a órganos pertenecientes a otros poderes del Estado.

			Así pues, ni los órganos del poder ejecutivo ni del legislativo ostentan potestad alguna a la hora de juzgar y, por lo tanto, no pueden ejercitar la función de administrar justicia ya que ésta está reservada a aquellos a quienes la Ley Orgánica del Poder Judicial les atribuya esta potestad. Pero la exclusividad significa, a su vez, que los jueces y tribunales no pueden ejercer más funciones que las propiamente jurisdiccionales, a excepción de aquellas que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho (art. 117 CE).

			Eso quiere decir que la actividad jurisdiccional no tiene como único objeto la resolución de controversias; es frecuente que se les encomiende funciones de garantía de los derechos fundamentales: tal sucede, por ejemplo, para proteger el derecho a la inviolabilidad del domicilio o el secreto de las comunicaciones (art. 18 CE).

			Tradicionalmente ha sido bastante común además atribuirles otro tipo de actividades que no se corresponden exactamente con la naturaleza propiamente decisora, fundamentalmente debido al prestigio y la formación que siempre han disfrutado, por ejemplo encomendándoles el conocimiento de ciertos asuntos que conocemos con el nombre de actos de jurisdicción voluntaria.

			A) EL ARBITRAJE


			El monopolio del Estado en cuanto se refiere al ejercicio de la potestad jurisdiccional es, en principio, absoluto e inderogable; a ningún otro sujeto se le reconoce el ejercicio de la potestad jurisdiccional. No obstante, en algunos casos el ordenamiento admite que la función de resolver controversias con trascendencia jurídica pueda ser atribuida a otro tipo de órganos o instituciones. Hemos de señalar que siempre que se trate de materias de su libre disposición, los particulares tienen abierta la posibilidad de resolver sus controversias a través de jueces privados (árbitros).

			El arbitraje es una institución que responde a unos postulados netamente liberales ya que permite que sean otros particulares quienes tengan reconocida la facultad de resolver controversias al margen de la justicia estatal. En la actualidad el arbitraje se encuentra regulado en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

			El arbitraje es una institución emergente, no sólo porque la acentuada internacionalización de las relaciones comerciales y patrimoniales hace de él un sistema especialmente adecuado para el tratamiento y resolución de controversias civiles y mercantiles, sino porque entre los dos modelos a los que se ha referido Michele TARUFFO para definir la función judicial, al contraponer la llamada justicia formal universalista de la justicia sustancial particularista, el arbitraje se situaría claramente al servicio de esta última; de ahí que se haya considerado un equivalente jurisdiccional (STC 174/1995).

			El sometimiento a arbitraje es voluntario pero excluye la actividad jurisdiccional; ambas partes han de prestar su consentimiento a la hora de someterse a un procedimiento arbitral y, como consecuencia de ello, aceptar la decisión del árbitro.

			La decisión de los árbitros recibe en nuestro derecho el nombre de laudo.

			En la medida en que dicha decisión sirve para eliminar la situación de conflicto creado, la ley atribuye a sus decisiones las mismas cualidades atribuidas a las resoluciones judiciales y, por lo tanto, al igual que aquéllas, gozan de fuerza de cosa juzgada que es, en definitiva, lo que caracteriza a los actos jurisdiccionales, en este caso, no como fruto del ejercicio de la potestad jurisdiccional. La imperatividad de los laudos no viene dada por la ley sino en último extremo por el carácter extintivo de la controversia que voluntariamente le han conferido los contendientes.

			Así pues, las partes no pueden luego acudir a los tribunales si la decisión del árbitro no les gusta. Éste es el precio a pagar por el compromiso que supone encomendar una decisión a arbitraje.

			Se ha discutido mucho acerca de la naturaleza jurídica del arbitraje y sobre su encaje constitucional. En realidad, el ejercicio de las funciones que la ley atribuye a los tribunales arbitrales tiene un origen convencional y, aunque se trate de una obviedad, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el arbitraje no es contrario al derecho a la tutela judicial efectiva ya que su existencia se fundamenta en una renuncia a la jurisdicción estatal basada en la autonomía de la voluntad de las partes.

			En todo caso, para ello es esencial que las normas que lo regulen reúnan unas condiciones capaces de prestar el mismo servicio que los tribunales prestan a los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos. Hoy en día el arbitraje ha dejado de ser una institución al servicio de las grandes empresas y ha alcanzado cierta popularidad en determinados sectores como medio para la protección de sus derechos, fenómeno que obedece esencialmente al interés de los gobiernos por favorecer su uso como alternativa a la justicia estatal ya que hay quienes opinan que pueden ser el remedio ideal para evitar la sobrecarga de trabajo que recae sobre los tribunales de justicia.

			B) LOS TRIBUNALES INTERNACIONALES


			La noción de jurisdicción está estrechamente vinculada al principio de territorialidad de modo que su ejercicio se encuentra condicionado por una serie de límites espaciales. Pero desde el punto de vista del derecho internacional debe tenerse presente que dado que la potestad jurisdiccional tiene su origen en la soberanía popular, no hay inconveniente en admitir que el poder legislativo pueda atribuir a órganos jurisdiccionales internacionales las competencias que la Constitución encomienda a los jueces en esta materia; es por ello por lo que la ley permite mediante un tratado o convenio encomendar el ejercicio de la potestad jurisdiccional a los juzgados y tribunales que determinen tanto las leyes como los tratados internacionales, lo que, en último extremo, supone reconocer la jurisdicción de estos tribunales internacionales y la obligación de aceptar las decisiones que provengan de ellos. Así, y aunque no están integrados en el poder judicial, para tutela de determinados derechos existen instancias internacionales específicas, tal como ocurre, por ejemplo, con el Tribunal Europeo de Derecho Humanos (TEDH) y en el ámbito de la Unión Europea, con el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE).

			El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, con sede en Estrasburgo, fue creado por el Consejo de Europa en 1959 para luchar contra las violaciones al Convenio Europeo de Derechos Humanos (1950). Conoce de las demandas formuladas contra los países que se han adherido al Convenio Europeo de Derechos Humanos. Hasta hace bien poco las resoluciones que declaraban la existencia de una violación de un derecho fundamental no tenían reconocida eficacia revocatoria directa para anular las sentencias dictadas por los órganos judiciales nacionales situación a la que se ha puesto remedio a través de la reforma de la Ley Orgánica 7/2015.

			Por su parte, el Tribunal de Justicia de las Unión Europea [Luxemburgo], tiene en la actualidad una importancia decisiva en la medida en que está llamado a velar por el cumplimiento y la efectividad del ordenamiento jurídico de la UE.

			C) EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN ESPAÑOLA. LA COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL


			Cuestión distinta es la de determinar cuándo la decisión de un proceso con un elemento extranjero corresponde a un juez extranjero y cuándo a un juez español. En principio, la presencia de un elemento extranjero no tiene por qué alterar la competencia de los tribunales españoles; salvo los supuestos de inmunidad, los tribunales españoles son competentes, cualquiera que sea la naturaleza del asunto que se les plantee, para conocer de los litigios que se susciten entre españoles, entre extranjeros o entre españoles y extranjeros (art. 21 LOPJ).

			Los jueces están obligados a resolver cuantas pretensiones se les formulen, independientemente de cuáles sean las leyes que tengan que aplicar para la resolución de la controversia, pues concurriendo ciertas circunstancias la ley les faculta para aplicar, si así procediese, el derecho extranjero a la cuestión controvertida (arts. 9 a 12 CC y 281 LEC). El problema radica en que la atribución en exclusiva de un asunto en favor de un tribunal español excluye lógicamente el conocimiento del asunto del tribunal extranjero, siendo así que esta cuestión permitiría que cada país pudiese atribuir determinadas competencias a favor de sus tribunales con las consecuencias que para la seguridad jurídica esta situación ocasiona. El hecho de que no siempre estos criterios de atribución sean coincidentes, provoca con frecuencia enormes disfunciones ya que nada impide que cualquier otro país pretenda utilizar criterios diferentes para reclamar para sí el conocimiento del mismo tipo de asuntos.

			Afortunadamente, esta situación viene mitigada por el hecho de que muchos países, a través de tratados internacionales hayan intentado uniformar o armonizar sus legislaciones nacionales para evitar esta clase de problemas. Así ha sucedido, por ejemplo, en el ámbito de la Unión Europea con el Reglamento 44/2001, relativo a la competencia judicial internacional, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil y su sustituto, el Reglamento 1215/2012 (Bruselas I Bis).

			Pero cuando no es así, es a través de la ley o de los instrumentos de cooperación judicial internacional, particularmente mediante el reconocimiento y ejecución de resoluciones extranjeras, la única manera de solventar las dificultades que se plantean por este motivo.

			En nuestro ordenamiento jurídico la distribución de asuntos en esta materia se lleva a cabo mediante convenios internacionales, las reglas propias que establezca en la legislación comunitaria y, en su defecto, por lo que disponga la normativa interna, que a estos efectos es la que regula la Ley Orgánica del Poder Judicial y que establece una serie de criterios legales que en el ámbito forense reciben la denominación de fueros exclusivos, cuya existencia impide el que, salvo que medie convenio, el asunto pueda ser atribuido a un juez o tribunal extranjero (art. 22 LOPJ). En todo caso, a fin de que por el juego de estos criterios se pueda causar indefensión, su aplicación ha de hacerse de manera que en función del objeto del proceso el demandante tenga al menos una «posibilidad razonable» de acceder a la jurisdicción (STC 61/2000).

			No obstante, como nos recuerda GONZÁLEZ GRANDA, hay que tener en cuenta que la normativa contenida en la LOPJ a la que estamos aludiendo es, en este aspecto, muy residual ya que al tener un valor meramente interno, únicamente tiene una eficacia fuera del espacio europeo, y no sólo eso, sino que es tal la influencia que la normativa comunitaria ejerce sobre otros ordenamientos, que su incidencia sea en la práctica muy reducida.

			Especial importancia tiene esta materia en la justicia penal. La ley española, a fin colaborar en la persecución de estos delitos y evitar su impunidad, se ha atribuido la competencia para conocer de los hechos delictivos cometidos fuera del territorio nacional susceptibles de calificarse, según la ley española, de genocidio, crímenes de lesa humanidad, terrorismo y otros especialmente graves (piratería, secuestro de buques y aeronaves, etc.). Esta atribución legal ha generado en algunos casos problemas interpretativos sobre la extensión y límites que debe tener la jurisdicción española en este tipo de asuntos, lo que ha dado lugar a la reforma llevada a cabo por la Ley Orgánica 1/2014 que ha establecido un controvertido catálogo de limitaciones, algunas de las cuales ya han sido objeto de aclaración por parte del Tribunal Supremo (SSTS 592/2014 [ROJ 3082], 593/2014 [ROJ 3089] y 810/2014 [ROJ 4923]).

			En el ámbito de la Unión Europea se han acentuado los instrumentos de cooperación a fin de reforzar su integridad territorial en materia penal: la Ley Orgánica 6/2014, de 29 de octubre, complementaria de la Ley de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea y la Ley Orgánica 7/2014, de 12 de noviembre, sobre intercambio de información de antecedentes penales y consideración de resoluciones judiciales penales en la Unión Europea.

			Por último, como complemento a las jurisdicciones nacionales, y para evitar precisamente la impunidad de estos delitos, se ha creado bajo los auspicios de Naciones Unidas, la Corte Penal Internacional, mediante un convenio que han suscrito ya más de un centenar de países de todo el mundo. Su existencia se justifica por la necesidad de superar los inconvenientes que existen en algunos lugares a la hora de investigar y enjuiciar a los responsables de dichos delitos.

			2. LA UNIDAD JURISDICCIONAL

			A) LA JURISDICCIÓN ORDINARIA. LA JURISDICCIÓN MILITAR


			A tenor de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 117 de la Constitución, el principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los tribunales. El objeto de este principio consiste en impedir la existencia de jurisdicciones especiales al margen del poder judicial; es evidente que un poder judicial fraccionado y disperso en multitud de jurisdicciones especiales, cada una de ellas respondiendo a principios diversos y a cargo de órganos de gobierno diferentes, es mucho más proclive a la manipulación que un poder informado por el principio de unidad.

			La unidad jurisdiccional es sin embargo compatible con la coexistencia de órganos especializados como también con el hecho de que existan varios órdenes jurisdiccionales, circunstancias ambas que constituyen un mero criterio de organización.

			En nuestro país se ha considerado oportuno establecer cuatro órdenes jurisdiccionales (civil, penal, social o laboral y contencioso-administrativo), lo cual no supone evidentemente una quiebra al principio de unidad jurisdiccional.

			La especialización viene impuesta por la progresiva complejidad del ordenamiento jurídico que exige una mayor preparación de los jueces. Ahora bien, este fenómeno, que no sólo afecta al ámbito de la justicia, podría conducir, si no se lleva a cabo adecuadamente, a una excesiva proliferación de tribunales especiales, que es justamente lo que trató de evitar la Constitución al consagrar el principio de unidad jurisdiccional.

			El principio de unidad jurisdiccional tiene por principal finalidad garantizar la independencia de todos los integrantes del poder judicial, lo cual no comporta necesariamente la exigencia de que los jueces tengan que pertenecer a un mismo cuerpo, sino que todos ellos estén sometidos a un mismo estatuto orgánico.

			Frente a la llamada jurisdicción ordinaria, formada por los órganos pertenecientes al orden civil, penal, laboral y contencioso-administrativo, sólo cabe contraponer, pues, la jurisdicción militar, regulada tanto por la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de competencia y organización de la jurisdicción militar como por la Ley Procesal Militar.

			La jurisdicción ordinaria sería pues aquella que se extendería con carácter general a todas las personas, todas las materias y a todo el territorio español (art. 4 LOPJ), mientras que la competencia de la jurisdicción militar quedaría limitada al ámbito estrictamente castrense, y fundamentalmente para el conocimiento de los delitos castigados en el Código Penal Militar, y en los supuestos de estado de sitio. Por esa razón, la Constitución reconoce como única excepción la jurisdicción militar (art. 117 CE).

			La jurisdicción militar ha sufrido cambios muy importantes y ha ido adaptándose progresivamente a las exigencias derivadas de la Constitución, sobre todo en cuanto a su estructura orgánica. Los antiguos tribunales militares, integrados normalmente por oficiales de rango superior al de la persona juzgada, han dado paso a unos nuevos tribunales funcionalmente desvinculados de la línea de mando, en los que predomina su carácter jurisdiccional y a quienes la ley les atribuye con exclusividad la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en el ámbito estrictamente castrense.

			Un paso muy importante se ha dado con la modificación llevada a cabo por la Ley Orgánica 7/2015, que ha atribuido al Consejo General del Poder Judicial las competencias que antes estaba ejerciendo en esta materia el Ministerio de Defensa, una anomalía que con esta reforma normaliza en parte la regulación de la unidad del poder judicial en este ámbito en cuanto se refiere al nombramiento de los jueces de la jurisdicción militar, eliminando el privilegio de presentación de ternas del que gozaba dicho Ministerio para la designación de los Magistrados de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo procedentes del Cuerpo Jurídico Militar. Esta modificación ha sido desarrollada por el Acuerdo de 31 de marzo de 2016, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se modifica el Reglamento 1/2010, de 25 de febrero, que regula la provisión de plazas de nombramiento discrecional en los órganos judiciales, en lo relativo a los órganos de la jurisdicción militar (BOE de 9 de abril de 2016).

			B) LA UNIDAD DEL PODER JUDICIAL Y LA CONFIGURACIÓN DE LA ESPAÑA DE LAS AUTONOMÍAS. LA ATRIBUCIÓN A LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA


			La jurisdicción es única porque el poder del que emana es también único. Así como las Comunidades Autónomas tienen reconocido constitucionalmente el poder legislativo y el ejecutivo en el ámbito de sus respectivas competencias, no ocurre lo mismo con el poder judicial, el cual no es susceptible de un tratamiento semejante ya que su origen se asienta sobre el principio de unidad de soberanía.

			Es evidente que la estructura del Estado español obliga en todo caso a tener en cuenta el papel que desempeñan las Comunidades Autónomas en sus relaciones con el poder judicial. En principio, se entendió que la previsión contenida en el artículo 149.1 de la Constitución, mediante la cual se atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de Administración de Justicia, suponía un obstáculo que vedaba a las Comunidades Autónomas asumir competencias en materia de justicia.

			Sin embargo, el Tribunal Constitucional pronto empezó a manifestarse en favor de una interpretación tendente a reconocer las tesis defendidas por las Comunidades Autónomas, lo que suponía, a la postre, admitir la posibilidad de que éstas pudieran asumir las competencias en esta materia.

			El Tribunal Constitucional, recurriendo a una clásica formulación que permitió a finales de los años sesenta a un sector de la doctrina administrativista reclamar para sí el estudio de ciertas materias relacionadas con lo judicial, dio luz verde a esta posibilidad. La solución consistió básicamente en distinguir entre lo que es la Administración de Justicia de lo que es la Administración de la Administración de Justicia.

			Como consecuencia de ello, a las Comunidades Autónomas se les autorizó a asumir competencias en lo que se ha dado en llamar la «administración de la Administración de Justicia», respaldando con ello la constitucionalidad de las llamadas cláusulas subrogatorias que en su momento incluyeron los distintos Estatutos de Autonomía, lo que les ha permitido ejercer las atribuciones que la Ley Orgánica del Poder Judicial reservaba inicialmente al Gobierno de la Nación (SSTC 56/1990, 62/1990 y 97/2001 y, especialmente, las SSTC 31/2010, 163/2012 y 224/2012).

			Conforme con esta doctrina, existe un nutrido grupo de materias, tales como la dotación de los medios materiales y personales al servicio de la Administración de Justicia, la participación en las demarcaciones judiciales, la regulación de los requisitos para la concesión del beneficio de justicia gratuita o la organización de las oficinas judiciales radicadas en sus respectivos territorios, que no forman parte de lo que es propiamente el desarrollo de las competencias relacionadas con el ejercicio de la función jurisdiccional y, por consiguiente, pueden perfectamente ser transferidas a las Comunidades Autónomas.

		

	
		
			CAPÍTULO III

			LA INDEPENDENCIA JUDICIAL

			1. LA INDEPENDENCIA Y EL SOMETIMIENTO DEL JUEZ A LA LEY

			Únicamente tiene sentido hablar de un auténtico poder judicial si los sujetos que lo integran, jueces y magistrados, tienen garantizada su independencia. Pero la independencia no tiene un fin en sí mismo. Constituye un elemento esencial para el correcto funcionamiento del sistema judicial, posibilitando a los jueces que puedan decidir conforme a Derecho. La independencia constituye una garantía para los ciudadanos ya que faculta a los jueces y magistrados a resolver los asuntos que se les sometan sin ningún tipo de influencia externa que pueda alejarles de su obligación de decidir con arreglo a los criterios legalmente establecidos.

			La Constitución no encomienda a jueces y magistrados la función de juzgar porque piense que son independientes, sino porque ha establecido las garantías precisas para que lo sean. En general, el grado de independencia de los jueces de un país depende en parte de factores sociales y culturales, pero el grado de confianza que los ciudadanos tengan de sus jueces depende en gran parte de la propia actitud que los jueces tengan ante los casos que se les someten.
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